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Accionado:
 JUZGADO 1º PENAL CIRCUITO Y OTRO
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Temas: 

           DEBIDO PROCESO y LIBERTAD / PRISIÓN DOMICILIARIA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / VÍA DE HECHO NO SE CONFIGURÓ / AUTONOMÍA JUDICIAL / TUTELA NO PROCEDE PARA SOLICITAR LIBERTAD / IMPROCEDENTE. De acuerdo al precedente subrayado, esta Colegiatura considera que las providencias emitidas por los despachos judiciales accionados no se pueden tachar de arbitrarias o ilegales, aun cuando era deber de la Delegada de la  FGN cumplir con los plazos establecidos en la Ley 1786 de 2016 para solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario que pesa sobre el accionante, tal omisión no le impedía que con posterioridad  acudiera al juez de control de garantías para que en audiencia preliminar extendiera tal medida.  Por lo tanto, la Sala considera que las determinaciones de los funcionarios accionados fueron proferidas en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales para el actor y sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente, dentro del ámbito de sus competencias, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela…
(…)
Así las cosas, la Sala no advierte que  con las determinaciones de los juzgados accionados se hubiera configurado una vía de hecho y por ende vulneración de los derechos fundamentales del señor Giraldo Buitrago, máxime que para llegar a tal conclusión debe  un juicio riguroso de las normas y la Constitución, lo que conllevaría una transgresión a los  principios de cosa juzgada y de juez natural,  tal y como lo  advirtió la Corte Constitucional en la sentencia  SU-087 de 1999,…

(…)

4.6.10.  Además, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular (…)

Ahora bien, como lo pretendido por el apoderado judicial del señor Giraldo Buitrago no es que se deje sin efectos lo decidido por las funcionarias accionadas, sino que se ordene por esta vía constitucional la libertad inmediata de su representado, esta Colegiatura considera que el mecanismo que se debe invocar para la concesión de dicho beneficio es la acción de Habeas Corpus,  la cual se encuentra consagrada en el artículo 30 de la Constitución Nacional y reglada en la Ley 1095 de 2006, por ser la herramienta idónea para tales efectos, lo que hace improcedente el amparo invocado, tal como lo reiteró la Corte Constitucional  en la Sentencia T-707 de 2013
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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado Jhon Jairo Castaño Calderón, apoderado judicial del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, en contra de los Juzgados 1º Penal del Circuito y Penal Municipal, ambos de Dosquebradas, por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad de su mandante. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 
2.1. Los hechos expuestos por el abogado del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago se centran en que la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas solicitó ante el Juzgado 1º Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de esa misma localidad, la prórroga de medida de aseguramiento  de detención preventiva en centro carcelario en contra del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, dentro del proceso radicado No.661706000066201501377, por el delito de “tráfico, fabricación o porte de estupefacientes” (sic) petición que fue avalada por el mencionado juzgado con fundamento en que se cumplieron los requisitos para tal fin y que se encuentran contemplados en la Ley 1786 de 2016.

La anterior decisión fue apelada por el abogado del señor Giraldo Buitrago, argumentando que la Fiscalía no había probado que las medidas no privativas de la libertad resultaban insuficientes.  Además, en el recurso insistió que el ente investigador presentó la solicitud de prórroga de la medida de aseguramiento de manera extemporánea.  El Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas confirmó lo resuelto por el juzgado en primera instancia.

Mencionó los requisitos constitucionales y jurisprudenciales que hacen relación a la procedencia de la acción de tutela para concluir que en este caso se cumplen con los mismos por considerar que existe una vía de hecho con las decisiones de los jueces accionados.

Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, libertad, legalidad y contradicción al señor Elver Enrique Giraldo Buitrago y ii) ordenar al Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas otorgue la libertad inmediata al señor Giraldo Buitrago.

2.2. Adjuntó copia del poder otorgado por el señor Elver Enrique Giraldo Buitrago y de un  CD contentivo del registro de las audiencias preliminares a las que se refirió en la demanda de tutela.

2.3. Mediante auto del 22 de febrero de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo y  se ordenó correr traslado de la misma a los juzgados accionados (Fl. 19).  Posteriormente, se dispuso vincular al trámite a la Fiscalía 25 Seccional de Dosquebradas, toda vez que en el auto anterior se había omitido dicha actuación (Fl. 49)                                                           

3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  JUZGADO 1º PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS
Informó que ese despacho conoció de las audiencias preliminares de sustitución de medida de aseguramiento y prórroga de medida de aseguramiento dentro de la investigación bajo el radicado No.661706000066201501377, solicitadas por la defensa del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago y la Fiscalía General de la Nación, respectivamente.

El 30 de octubre de 2017 se llevó a cabo la audiencia donde la defensa solicitó la sustitución de medida de aseguramiento y el 2 de noviembre del mismo año se decidió negar dicha petición con fundamento en que no se reunían los presupuestos legales para tal fin.  Dicha decisión fue apelada por el peticionario y confirmada en segunda instancia por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas el 24 de noviembre de 2017.

En cuanto a la solicitud de prórroga de la medida de aseguramiento solicitada por la Fiscalía 25 Seccional, la misma fue resuelta el 12 de diciembre de 2017 y concedida solo frente al señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, ya que los otros investigados estaban detenidos por procesos diferentes. Dicha decisión fue apelada por la defensa del señor Giraldo Buitrago y el 30 de enero de 2018 fue confirmada por el superior jerárquico.

Manifestó que para que pueda establecer la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, se requiere que se encuentren reunidos los requisitos pertinentes y la existencia de una conducta arbitraria, imputable al juez a través de la cual se hayan vulnerado derechos fundamentales del sujeto procesal, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-543 de 2017, lo cual no sucede en este asunto específico.
Por lo anterior, solicitó que se declare la improcedencia de la presente acción de tutela y subsidiariamente, que se deniegue el amparo de los derechos invocados.  (Fls.26-27)
Adjuntó copia de las actas de las diligencias y de los registros de los audios de las audiencias tramitadas por esa instancia (Fls. 28-45).
3.2. JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS
Señaló que confirmó la decisión tomada por el Juzgado 1º Penal Municipal con función de Control de Garantías de acceder a la prórroga de la medida de aseguramiento solicitada por la Fiscalía, dentro del caso adelantado en contra del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago y otros, bajo el radicado No.66170600066201501377.
Considera que lo pretendido en la acción de tutela es lograr la libertad del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, lo que hace improcedente el amparo, por cuanto no se cumple con los requisitos constitucionales de subsidiaridad para su interposición en atención a que no se han agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios, pues actualmente cursa el proceso penal en contra del señor Giraldo Buitrago el cual se encuentra en la etapa de juzgamiento.

Señaló que la oposición de la defensa en la audiencia antes aludida, radicaba en que la Fiscalía no había solicitado la prórroga de la medida de aseguramiento dos meses antes de su vencimiento, de conformidad con el artículo 3º de la Ley 1786 de 2016 y por tanto, se debía disponer la libertad de sus prohijados.

Hizo un recuento de las diligencias que ese despacho ha adelantado para concluir que existe unidad de defensa y que todos los aplazamientos de las audiencias son atribuibles única y exclusivamente a la misma.  Además, pudo constatar que el término reclamado por el defensor no se había superado; por lo tanto, la Fiscalía podía solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento, según lo dispuesto por el inciso 2º del parágrafo del artículo 1º de la Ley 1786 de 2016.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente la presente demanda de tutela (Fls. 46-48).
3.3. FISCALIA 28 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS
Informó que se adelanta la investigación bajo el NUNC66170600066201501377 en contra del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago y otros por los delitos de tentativa de  homicidio; tentativa de hurto calificado y agravado; fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones agravado, por hechos ocurridos el 22 de agosto de 2015, por lo que se solicitaron las órdenes de captura el 18 de agosto de 2016, las cuales se hicieron efectivas el 1º de septiembre de 2016 en contra de los señores Elver Enrique Giraldo Buitrago y José Vicente Quintero Villada, a quienes se les legalizó la aprehensión, se les imputaron los cargos antes señalados y se les  impuso medida de aseguramiento en centro carcelario.  El señor Giraldo Buitrago no aceptó los cargos.  Posteriormente, se vincularon como coautores a los señores Jonathan Andrés Villa Mendoza y Diego Fernando Araque y el 1º de noviembre de 2016 se presentó escrito de acusación y ante la aceptación de cargos del señor Quintero Villada, se produjo la ruptura de la unidad procesal.

Indicó que se había fijado fecha para la formulación de acusación para el 5 de diciembre de 2016, la cual no se llevó a cabo por la no comparecencia de los defensores de los procesados y el 2 de febrero de 2017 se pudo efectuar dicha diligencia, fijándose como fecha para la audiencia preparatoria el 2 de marzo de 2017.  

Relacionó las diferentes fechas que se han programado para realizar la preparatoria, las que fueron aplazadas por la bancada de la defensa y en una oportunidad por cuanto los detenidos no fueron remitidos por el INPEC, quedando pendiente para el 17 de abril de 2018.

Refirió que el 30 de octubre de 2017 el abogado Castaño Calderón solicitó sustitución de medida de aseguramiento a favor de su defendido, la cual fue negada por el Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, mismo despacho que el 12 de diciembre de 2017 accedió a la solicitud de la FGN de prórroga de la medida de aseguramiento en contra del señor Giraldo Buitrago,  decisión apelada por el peticionario y confirmada por el Juzgado 1º Penal del Circuito de dicha municipalidad.
Consideró que al accionante se le han brindado todas las garantías en todas las etapas procesales y ha ejercido sus derechos de defensa y contradicción; en tal virtud,  no puede alegar obstáculos para acceder a la administración de justicia.  
Señaló que a la fecha se cumplen 18 meses desde que el señor Giraldo Buitrago se encuentra privado de la libertad, de los cuales 13.5 son atribuibles a aplazamientos de la defensa, por lo que la FGN obtuvo prórroga de la medida de aseguramiento en contra del mismo, por tratarse de un caso con tres procesados detenidos y por los delitos imputados, conforme lo señala la Ley 1786 de 2016.
Por lo anterior, consideró que no se vulneró al accionante el derecho fundamental al debido proceso y en tal sentido, el amparo no está llamado a prosperar (Fls. 53-57).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en los Decreto 1382 de 2000 y 1983 de 2017, que señalan  que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, tal como lo expuso su apoderado judicial.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada,  tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.5. Como quiera que las inconformidades del defensor del señor Giraldo Buitrago radican en su descontento con lo decidido en primera y segunda instancia por los Juzgados 1º Penal Municipal con función de control de Garantías de Dosquebradas el 12 de diciembre de 2017 y por el 1º Penal del Circuito de Conocimiento de esa localidad el 30 de enero de 2018 por medio de las cuales se accedió a prorrogar la medida de detención preventiva en centro carcelario al señor Giraldo Buitrago, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: “ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” 

4.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó lo siguiente (T-081 de 2009): El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
 
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
 
(…) Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
 
(…) Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente asunto, el defensor del señor  Elver Enrique Giraldo Buitrago acude al juez de tutela por considerar que con las determinaciones de los juzgados accionados se  vulneraron los derechos fundamentales al debido  proceso, libertad, legalidad y contradicción de su representado al haber accedido a la prórroga de la medida de aseguramiento que le fue impuesta al mismo desde el  2 de septiembre de 2016. De tal manera, que debe ordenarse su libertad inmediata.
4.6.2. De las audiencias preliminares en la que la Fiscal 25 Seccional de Dosquebradas solicitó la prórroga de medida de aseguramiento de detención preventiva  en centro carcelario en contra de los señores Elver Enrique Giraldo Buitrago, Jhonatan Andrés  Villa Mendoza y  Diego Fernando Araque Cortés, se extrae lo siguiente:

SOLICITUD DE LA FISCAL 25 SECCIONAL (DICIEMBRE 12 DE 2017)
· Señaló que la medida de aseguramiento en contra de los procesados se encuentra vigente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 317 de C.P.P. modificado por el artículo 4º de la Ley 1786 de 2016 y se conservan los mismos elementos que permitieron la vinculación de los mismos por hechos ocurridos el 22 de agosto de 2015 en el barrio el Japón, Dosquebradas, frente a la tienda “Orozco”, donde resultó como víctima por heridas con arma de fuego el señor Horacio Orozco Henao, por 3 hombres que se movilizaban en motocicleta, quienes igualmente pretendían hurtar al señor Ferney Orozco Ramírez.
· Adelantadas las pesquisas respectivas, el 1º de septiembre de 2016, por órdenes de captura, fueron aprehendidos los señores Elver Enrique Giraldo Buitrago y José Vicente Quintero Villada a quienes el 2 de septiembre de ese mismo año, se les legalizó la captura, se les formuló imputación por los delitos de tentativa de homicidio, hurto calificado y agravado en grado de tentativa y porte ilegal de armas de fuego agravado, el señor Quintero Villada aceptó los cargos, por lo que hubo una ruptura procesal. Al señor Giraldo Buitrago se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en centro carcelario.
· A los señores Diego Fernando Araque Cortés y Jhonatan Andrés Villa Mendoza, una vez fueron capturados y vinculados al proceso  el 14 de octubre de 2016, se les formuló imputación por los mismos delitos antes señalados, se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, la que se haría efectiva una vez cesaran los motivos por los cuales estaban previamente detenidos.

· Indicó que se conservan los mismos materiales probatorios que permitieron la vinculación de los procesados a este trámite penal, los cuales no han sido desvirtuados para solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento que les fue impuesta.  Además, se cuenta con la constancia que indica que los investigados no cuentan con el permiso para portar armas de fuego o municiones, lo que hace inferir su probable responsabilidad de la comisión de dicho delito.
· Recordó que la Defensa del señor Giraldo Buitrago había solicitado la sustitución de la medida de aseguramiento, decisión que no fue despachada favorablemente.

· Hizo referencia a la prórroga de la medida de aseguramiento según lo dispuesto en las Leyes 1760 de 2015 y 1786 de 2016 y la jurisprudencia que señala desde cuándo se deben hacer los conteos de los términos para la duración de la medida de aseguramiento de las personas privadas de la libertad, según decisión de tutela de la CSJ en el radicado No.94.955 del 16 de noviembre de 2017, la que si bien es inter partes, en estos casos hay lugar a hacer el análisis del conteo a partir de la fecha de detención y que la solicitud de la prórroga no tenía un término perentorio y podía ser solicitada por la FGN cuando fuere pertinente. Así mismo, las normas mencionadas permiten que se haga un estudio de las maniobras o la influencia de dilaciones.  Igualmente, la vigencia de la medida de aseguramiento, sustitución o prórroga de la misma, se debe tener en cuenta lo dispuesto por la CSJ bajo el radicado No.49734 del 24 de julio de 2017 en el que se indica que se debe hacer un análisis de cualquier maniobra dilatoria dentro del proceso.

· Hizo una relación de las diferentes fechas fijadas con el fin de  llevar a cabo la audiencia preparatoria y los respectivos aplazamientos de la misma por parte de la defensa, lo que ha hecho que el término máximo de la medida de aseguramiento impuesta a los procesados, se tenga que extender por maniobras y dilaciones, toda vez que la defensa es una sola y afecta el trámite del proceso penal por aplazamiento de uno de los defensores. 

· Solicitó que se tengan en cuenta los EMP que permiten inferir la autoría y participación de los procesados en los delitos que se investigan y que fueron imputados a los mismos, conductas que según el artículo 313 del C.P.P. permiten la medida de aseguramiento en centro carcelario, toda vez que se continúan cumpliendo los requisitos de la necesidad y urgencia para la imposición de dicha medida, de conformidad con los artículos 308 y 310 C.P.P. por el número de delitos que se imputan, la naturaleza de las conductas punibles cometidas, afectación de la vida de la víctima  y de la seguridad pública por la utilización de armas de fuego sin el permiso para su porte y el quebrantamiento el patrimonio económico de los comerciantes del barrio el Japón, Dosquebradas.  Así mismo, consideró grave el comportamiento de los investigados por el concurso de delitos y ante la coparticipación criminal, donde se utilizaron medios motorizados para lograr huir del lugar, luego de la comisión de los delitos, dejando personas heridas. Además, para evitar la no comparecencia al proceso, debido a las penas tan altas que contemplas las conductas punibles, la gravedad de los daños causados y la actitud de los imputados al evadirse del lugar de los hechos, dejando a las víctimas heridas.  Por lo tanto, considera que procede la medida de aseguramiento en centro carcelario por ser necesaria y  proporcional, por la multiplicidad de los bienes jurídicos afectados de la sociedad y las víctimas.
· Aclaró que el señor Elver Enrique Giraldo Buitrago tiene actualmente medida de aseguramiento vigente por  este proceso penal.

INTERVENCIÓN DEL DEFENSOR DE LOS SEÑORES ELVER GIRALDO BUITRAGO Y DIEGO FERNANDO ARAQUE CORTÉS
· Mencionó que la ley 1786 de 2016 señala que se puede solicitar por parte de la defensa la sustitución de la medida por una no privativa de la libertad y se prevé que para tal evento, se deben tener en cuenta las dilaciones no justificadas en el conteo del tiempo para la medida de aseguramiento. Así mismo, indica la norma que la Fiscalía o el apoderado de las víctimas que dentro de los dos meses anteriores al año de cumplir la medida de aseguramiento, se pueda solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento.

· Explicó que el señor Araque Cortés tiene una medida de aseguramiento del 14 de octubre de 2016 y al señor Giraldo Buitrago tiene una medida de aseguramiento del 2 de septiembre de 2016.

· La solicitud de prórroga de medida de aseguramiento se hizo por la FGN el  31 de octubre de 2017

· Mencionó que conoce el contenido de la tutela radicada No. 94.955 del 16 de noviembre de 2017 M.P. Jorge Luis Barceló Camacho por haber sido uno de los que impugnó el fallo de la cual hizo lectura de lo considerado por la CSJ, lo comparó  con el presente caso para concluir que no procede la prórroga de la medida impuesta a sus defendidos, toda vez que la única persona que tiene medida de aseguramiento es el señor Giraldo Buitrago, pues la FGN presentó la solicitud de prórroga de manera extemporánea y por tanto, es decir, debió formularla dentro de los 2 meses anteriores a su vencimiento y en tal sentido, lo que procede es la libertad inmediata de su defendido.

INTERVENCIÓN DEL DEFENSOR JONATHAN  VILLA MENDOZA
· Consideró que su defendido está detenido desde el 14 de octubre de 2016 ante la medida de aseguramiento que le fuera impuesta, pese a que se encontraba privado de su libertad por otro proceso penal.  Por lo tanto, ha transcurrido más de un año desde la imposición de la medida preventiva por este proceso, por lo que coadyuva lo solicitado por el anterior defensor y en tal sentido, se debe conceder la libertad inmediata de los procesados por ser la solicitud de la FGN extemporánea.

DECISIÓN DE LA JUEZ 1ª PENAL MPAL. DE DOSQUEBRADAS
· Aclara que la solicitud es de prórroga  de medida de aseguramiento y no de libertad por vencimiento de términos.
· Leyó apartes de la sentencia de tutela de la CSJ con radicado 94.955 con M.P. Jorge Luis Barceló Camacho citada por el defensor para concluir que pese a que el término dispuesto en la Ley 1786  de 2016 para solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento se encontraba  vencido, la FGN podrá solicitar posteriormente la prórroga de la medida de aseguramiento, por lo que el término no es preclusivo y aclaró que  no es el mismo caso porque para la fecha en que se resuelve esta  solicitud de la FGN ya existía un precedente que quiere decir que si la petición de prórroga no se eleva dentro del término autorizado en la ley antes referida, la FGN no pueda hacerlo posteriormente.  En  este caso si es viable otorgar la prórroga de medida de aseguramiento.

· Indicó que con respecto a los señores Elver Enrique Giraldo Buitrago y Quintero Villada, el 2 de septiembre de 2016 se llevaron las audiencias preliminares y les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en centro carcelario, diferente a lo sucedido con los señores  Diego Fernando Araque Cortes  y Jonathan Andrés Villa Mendoza a quienes el 14 de octubre de 2016 se les impuso medida de aseguramiento por cuenta de esta investigación con radicado No.661706000066201501377 en la que se dejó constancia que la misma se haría efectiva una vez cesaran los efectos otra cautela que pesaba sobre dichos procesados en otra causa diferente a la que hoy se investiga. Es decir, en contra  de estos dos últimos procesados no se puede podrá solicitar la prórroga de la medida o la libertad de los mismos por cuanto los términos no se encuentran vencidos.
· Por lo tanto, concluyó que la FGN está dentro del término para solicitar únicamente la prórroga de la medida de aseguramiento en contra del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, quien se encuentra detenido desde el 2 de septiembre de 2016  por lo que la prórroga de la medida irá hasta el 2 de septiembre de 2018.

· Señaló que los términos de la prórroga de la medida de aseguramiento que se encuentran señalados en la ley, son diferentes la libertad por vencimiento de términos.  
LA DEFENSA DEL SEÑOR GIRALDO BUITRAGO INTERPUSO EL RECURSO DE APELACIÓN

· Indicó que la FGN no demostró que las medidas no privativas de libertad resultan insuficientes para garantizar los fines de la medida de aseguramiento.

· Adujo que existe un defecto en la decisión, toda vez que al estar vigente la extemporaneidad de la solicitud de la FGN, no puede concederse la prórroga de la medida de aseguramiento, tal como lo señaló la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de tutela que se analizó y en tal sentido, la juez de primera instancia debió haber decretado dicha extemporaneidad para luego elegir entre levantar la medida de aseguramiento o sustituir la misma, lo que vulnera el derecho fundamental al debido proceso de su defendido.
· Solicitó que se revoque lo decidido.

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTACIA DEL JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS (30 DE ENERO DE 2018)
· Consideró que lo decidido en la acción de tutela bajo el radicado No.94.955 de la CSJ, genera bastante confusión, es un fallo inter partes,  que solo regula un tema específico, no es un precedente obligatorio, por lo que es un criterio auxiliar para los jueces.
· Aclaró que en este caso en particular, en contra los tres procesados pesa una medida de aseguramiento vigente y para ellos procede lo dispuesto en  Ley 1786 de 2016, por lo que el término de tal medida que es de un año, podrá prorrogarse por un año más.
· Señaló que en la CSJ  en el proceso radicado al No.94.564 del 18 de octubre de 2017 dispuso que los términos para solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento no son preclusivos  y que la  FGN puede pedirla en cualquier momento.
· Explicó que en cuanto al tema de maniobras dilatorias, ha dicho la Corte (sic) que hay unidad de defensa por lo que no se pueden contar términos individuales e indicó que cuando se habla de vencimiento de términos por la razón que sea, esta es una sanción para la judicatura.  De tal manera, que los aplazamientos que hagan los defensores o partes interesadas se entenderán como “maniobras dilatorias” y por lo tanto, se deben contabilizar los términos desde la fecha en que los procesados se encuentran detenidos y para revisar la solicitud de la prórroga de la medida preventiva se debe examinar lo dispuesto en la Ley 1786 de 2016.

· Sobre el caso en concreto hizo una relación de todas las fechas que se han fijado dentro del proceso que se estudia, para concluir que aun cuando el señor Giraldo Buitrago está detenido desde el 2 de septiembre de 2016, la judicatura y la FGN han estado dispuestos a realizar las audiencias pertinentes para atender el proceso dentro del año para terminar el caso, pero se han presentado aplazamientos de la defensa  y en tal sentido, a ese término de una año se le descontó el tiempo que ha transcurrido con las maniobras dilatorias de la defensa, y concluyó que la FGN radicó la solicitud de prórroga en el tiempo oportuno.
· Por lo anterior, confirmó lo decidido en primera instancia.
4.6.3. la Ley 1786 de 2016 “ Por medio de la cual se modifican algunas disposiciones de la Ley 1760 de 2015” en su artículo 1° dispuso lo siguiente:
“Artículo 1°. Adiciónense dos parágrafos al artículo 307 de la Ley 906 de 2004, del siguiente tenor:

Parágrafo 1º del artículo 1º Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del artículo 317 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el término de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de un (1) año. Cuando el proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) o más los acusados contra quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate de investigación o juicio de actos de corrupción de los que trata la Ley 1474 de 2011 o de cualquiera de las conductas previstas en el Título IV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), dicho término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del apoderado de la víctima, hasta por el mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de Control de Garantías, a petición de la Fiscalía, de la defensa o del apoderado de la víctima podrá sustituir la medida de aseguramiento privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras medidas de aseguramiento no privativas de la libertad de que trata el presente artículo. 

En los casos susceptibles de prórroga, los jueces de control de garantías, para resolver sobre la solicitud de levantamiento o prórroga de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, deberán considerar, además de los requisitos contemplados en el artículo 308 del Código de Procedimiento Penal, el tiempo que haya transcurrido por causa de maniobras dilatorias atribuibles a la actividad procesal del interesado o su defensor, caso en el cual dicho tiempo no se contabilizará dentro del término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad contemplado en este artículo. 

Parágrafo 2°. Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad solo podrán imponerse cuando quien las solicita pruebe, ante el Juez de Control de Garantías, que las no privativas de la libertad resultan insuficientes para garantizar el cumplimiento de los fines de la medida de aseguramiento. 

Y el artículo 3º de la Ley 1786 de 2016, señala que “la prórroga del término máximo de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad a la que hace referencia el artículo 1° de la Ley 1760 de 2015 podrá solicitarse ante el Juez de Control de Garantías dentro de los dos (2) meses anteriores a su vencimiento, incluso desde antes de que dicho artículo entre en vigencia.” (Subrayas fuera del texto original)
4.6.4.  De acuerdo los registros de las audiencias preliminares realizadas por los juzgados accionados, en las que se dispuso en primera y segunda instancia, prorrogar la medida de aseguramiento de detención preventiva en centro carcelario al señor Elver Enrique Giraldo Buitrago, esta Sala advierte que el accionante fue cobijado con dicha cautela  el 2 de septiembre de 2016, la que según la norma antes transcrita no podía exceder del 2 de septiembre de 2017, y para que la Delegada de la FGN  pudiera pedir la prórroga de tal medida debía haber acudido al juez de control de garantías dos meses antes del vencimiento  del término de un año, por lo que podría considerarse que la petición de la Fiscal 25 Seccional de Dosquebradas fue radicada de manera extemporánea.   Sin embargo, en las decisiones que hoy son objeto de inconformidad por parte del defensor del señor  Giraldo Buitrago, los funcionarios de primer y segundo grado tuvieron en cuenta que a ese año de detención se le debía descontar los períodos de dilación que corrieron por cuenta de los defensores de los procesados, entre ellos el abogado que representa los intereses del accionante; y siendo así, se debe concluir que no había vencido el plazo para solicitar la prórroga de la medida, máxime que la Fiscal explicó los requisitos dispuestos en el artículo 308 del C.P.P., los cuales se mantienen latentes y que para para el caso en concreto, la extensión de la medida privativa de la libertad que pesa sobre el señor Giraldo Buitrago es necesaria por la complejidad del asunto o por el daño social de tales delitos cometidos en coparticipación criminal con los otros dos personas que  fueron vinculadas a la investigación que cursa bajo el radicado No. No.661706000066201501377. 
4.6.5. Ahora bien, en la sentencia de tutela a la cual se refirió tanto el defensor del señor Giraldo Buitrago como las funcionarias accionadas emitida del 16 de noviembre de 2017 por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, bajo el radicado No.94.955, M.P. José Luis Barceló Camacho, se resolvió revocar la sentencia de primera instancia proferida por esta Sala el 18 de septiembre de 2017, dentro de la acción de tutela instaurada por el Fiscal Primero Especializado de Pereira en contra del Juzgado 5º Penal del Circuito de esta ciudad, con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque.   Al respecto, la CSJ dijo lo siguiente frente a la solicitud de la prórroga de la medida de aseguramiento que había sido deprecada por el accionante ante los jueces con función de garantías de esta capital:

Ahora bien, sobre la oportunidad para formular la pretensión de prórroga el artículo 3° la Ley 1786 de 2016 (…)

Aplicado el anterior precepto se tiene que, como el referente inicial de conteo es el 28 de mayo de 2016, la prórroga debió invocarse entre el 28 de marzo y el 27 de mayo de 2017. Sin embargo, sólo se planteó hasta el 24 de julio del año en curso. En consecuencia, es evidente la extemporaneidad de la solicitud, declarada por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira. Al respecto, caben las siguientes dos acotaciones.

En primer lugar, que en fallo posterior de tutela (CSJ STP16906-2017, 18 oct. 2017, radicado 94564) la Sala de Casación Penal de la Corte consideró que el “(…) plazo para la petición de prolongación no ostenta una naturaleza preclusiva. Es decir, su desconocimiento no comporta la imposibilidad de que, con posterioridad, el fiscal pueda -en procesos regidos por la Ley 906 de 2004- solicitarle (sic) al juez, en audiencia preliminar con tal objeto o en el marco de audiencia para aplicar la sustitución”.

Aunque el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira sí le dio carácter preclusivo al término previsto por el artículo 3° de la Ley 1786 de 2016, esa determinación no configura un vicio que haga necesaria la concesión de la tutela porque la decisión es razonable. No se puede tildar de caprichosa o arbitraria, ya que corresponde a una de las posibilidades de interpretación de la norma y al juez le es factible optar por ella, en ejercicio de su independencia y autonomía, máxime cuando para la fecha de la decisión no existía un precedente al respecto.

En segundo orden, la Ley 1786 no prevé que la existencia de “maniobras dilatorias” por parte de los procesados o sus defensores afecte, es decir, extienda o amplíe, la oportunidad para que el Fiscal o el apoderado de la víctima invoquen la prórroga del término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad.

Y, lógicamente, no puede ser de otra manera porque no existe ningún nexo entre la dilación, que se dio en la actuación ante el juez de conocimiento, y la solicitud de prórroga, que se presentó ante un juez con función de control de garantías. Son trámites paralelos que no se interfieren.

El influjo de las “maniobras dilatorias” está previsto exclusivamente para excluir la demora de la contabilización del “(…) término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad (…)”, tal como lo consagra el inciso segundo del parágrafo 1° del artículo 307 del Código de Procedimiento Penal, adicionado por la Ley 1760 de 2015 y modificado por el artículo 1° de la Ley 1786 de 2016. Y, naturalmente, tal descuento sólo puede ser efectuado por el juez, luego de haber escuchado a las partes.  (Subrayas nuestras)
En la providencia subrayada, la CSJ no halló que el juzgado accionado había proferido una decisión arbitraria por el hecho de haber advertido que la solicitud de prórroga de la medida de aseguramiento solicitada por la FGN  fue extemporánea y como consecuencia de ello, resolvió sustituir a los procesados la detención preventiva por las medidas de aseguramiento no privativas de la libertad.  

4.6.6.  De acuerdo a lo anterior, este Tribunal considera que el tema estudiado por la Sala de Casación Penal en sede de tutela bajo el radicado No.94.955, la cual tiene efectos inter partes, difiere del asunto específico puesto en conocimiento por parte del defensor del señor Giraldo Buitrago.  Sin embargo, la CSJ en dicho fallo hizo alusión al pronunciamiento de esa misma Corporación del 18 de octubre de 2017 bajo el radicado No.94564, en el que consideró que el plazo para la petición de prolongación de la medida de aseguramiento no ostenta una naturaleza preclusiva y en tal virtud, esta Colegiatura evidencia que en dicho proveído se concluyó lo siguiente con respecto a los términos que debe acatar la FGN para las solicitudes de prórroga:
“ (…) En todo caso, rigiendo para el fiscal un deber de vigilancia y control sobre los términos del plazo razonable, el propósito precautorio asignado a la solicitud de prórroga con dos meses de antelación al vencimiento implica que tal norma no pierde vigencia con la entrada  en vigor -en su totalidad- de la Ley 1786 de 2016. Por consiguiente, los fiscales han de atender al máximo tal amonestación legal, pidiendo la extensión del plazo antes de que éste se venza, sin perjuicio de que, como última oportunidad, lo demanden en curso de la audiencia preliminar sobre la solicitud de sustitución de la detención. (…)” (Subrayas fuera del texto original)

4.6.7. Lo anteriormente citado, da a entender que en esa decisión se considera que los Fiscales deben hacer lo posible por pedir la prórroga de una medida de aseguramiento al menos dos meses antes de su vencimiento. De no realizarse así, les queda una última oportunidad de hacerlo en la audiencia de solicitud de sustitución de la detención, en caso de que sea solicitado por la defensa.

4.6.8. De acuerdo al precedente subrayado, esta Colegiatura considera que las providencias emitidas por los despachos judiciales accionados no se pueden tachar de arbitrarias o ilegales, aun cuando era deber de la Delegada de la  FGN cumplir con los plazos establecidos en la Ley 1786 de 2016 para solicitar la prórroga de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario que pesa sobre el accionante, tal omisión no le impedía que con posterioridad  acudiera al juez de control de garantías para que en audiencia preliminar extendiera tal medida.  Por lo tanto, la Sala considera que las determinaciones de los funcionarios accionados fueron proferidas en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales para el actor y sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente, dentro del ámbito de sus competencias, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela, tal como lo ha referido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de Tutelas
, así:  
“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas.  También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso la judicatura actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales.

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo…” (Subrayas nuestras)

4.6.9. Así las cosas, la Sala no advierte que  con las determinaciones de los juzgados accionados se hubiera configurado una vía de hecho y por ende vulneración de los derechos fundamentales del señor Giraldo Buitrago, máxime que para llegar a tal conclusión debe  un juicio riguroso de las normas y la Constitución, lo que conllevaría una transgresión a los  principios de cosa juzgada y de juez natural,  tal y como lo  advirtió la Corte Constitucional en la sentencia  SU-087 de 1999, de la que fue ponente el H. M. José Gregorio Hernández, en la cual se dijo lo siguiente:  

"...la vía judicial de hecho -que ha sido materia de abundante jurisprudencia- no es una regla general sino una excepción, una anormalidad, un comportamiento que, por constituir burdo desconocimiento de las normas legales, vulnera la Constitución y quebranta los derechos de quienes acceden a la administración de justicia. Es una circunstancia extraordinaria que exige, por razón de la prevalencia del Derecho sustancial (artículo 228 C.P.), la posibilidad, también extraordinaria, de corregir, en el plano preferente de la jurisdicción constitucional, el yerro que ha comprometido o mancillado los postulados superiores de la Constitución por un abuso de la investidura.  "Naturalmente, ese carácter excepcional de la vía de hecho implica el reconocimiento de que, para llegar a ella, es indispensable la configuración de una ruptura patente y grave de las normas que han debido ser aplicadas en el caso concreto" (Cfr. Revisión. Sentencia T-492 del 7 de noviembre de 1995. Corte Constitucional, subrayas propias). 

4.6.10.  Además, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:  
“el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
”

4.6.11. Ahora bien, como lo pretendido por el apoderado judicial del señor Giraldo Buitrago no es que se deje sin efectos lo decidido por las funcionarias accionadas, sino que se ordene por esta vía constitucional la libertad inmediata de su representado, esta Colegiatura considera que el mecanismo que se debe invocar para la concesión de dicho beneficio es la acción de Habeas Corpus,  la cual se encuentra consagrada en el artículo 30 de la Constitución Nacional y reglada en la Ley 1095 de 2006, por ser la herramienta idónea para tales efectos, lo que hace improcedente el amparo invocado, tal como lo reiteró la Corte Constitucional  en la Sentencia T-707 de 2013 cuando señaló lo siguiente: 

“La acción de tutela no procederá, cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus”. Al respecto vale la pena enfatizar que conforme a la sentencia T-527 de 2009: “la causal de improcedencia de la tutela ante la existencia de otra acción constitucional como el hábeas corpus aplica en aquellos eventos en los que el interesado privado de la libertad, creyendo estarlo ilegalmente, acude al amparo al considerar que esa garantía fundamental puede estar siendo vulnerada. Acorde con la jurisprudencia de esta corporación en esos supuestos el amparo resulta improcedente, aún como mecanismo transitorio, pues el hábeas corpus es un medio idóneo y efectivo, aún más expedito que la tutela, para proteger la libertad, por ser el término de treinta y seis horas (arts. 30 Const. y 3.1. L. 1095 de 2006) más corto para resolver sobre lo pretendido”.
 

En esta misma línea de pensamiento se destaca que si bien el habeas corpus es  un mecanismo idóneo para restablecer los derechos fundamentales vulnerados por una autoridad judicial, esta acción debe ser analizada y estudiada por el juez constitucional conforme a su espíritu teleológico. Lo anterior con el fin de evitar que el ejercicio de esta prerrogativa se convierta en un nuevo escenario de debate procesal, en el cual se pretenda discutir la legalidad de las medidas previamente adoptadas por las autoridades de conocimiento.

 

(…) la acción de hábeas corpus no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en el respectivo proceso, pues por ser un medio excepcional de protección de la libertad no pueden desconocerse los trámites judiciales dispuestos para el proceso penal, ni el juez constitucional sustituir a los funcionarios encomendados del conocimiento de tales asuntos, porque sólo se trata de una revisión de los aspectos formales o circunstanciales que rodearon la afectación de la libertad. (…)"
 

 (Subrayas propias)
Así las cosas, se concluye que el actor el actor tiene a su disposición otro medio de defensa eficaz para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, por lo que la tutela invocada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991.

4.6.12. De acuerdo a las premisas constitucionales, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio penal contenidos en el artículo 29 de la Norma Superior.  Por lo tanto, se reitera que la acción de tutela resulta ser manifiestamente improcedente por cuanto no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo de otros medios judiciales previstos en la Constitución Nacional y en la ley.
Por lo discurrido, el amparo invocado es improcedente.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por el apoderado del señor Elver Enrique Giraldo Buitrago en contra de los Juzgados 1º Penal del Circuito y 1º Penal Municipal, ambos de Dosquebradas y la Fiscalía 38 Seccional de esa localidad.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario

� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� STP2280-2015 del 5 de marzo de 2015


� Corte Constitucional Sentencia T-332 de 2006  
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